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Este tema en otras materias
Balance

B2.1.1. La necesidad de vivienda de personas en exclusión
La necesidad de vivienda en nuestra comunidad autónoma afecta a un buen número de personas con indicadores de 
vulnerabilidad, que cada vez está más cronificada, a pesar de las medidas implementadas para revertir esta situación. 

Año tras año, esta Defensoría viene dando cuenta al Parlamento de Andalucía, de las dificultades de la población 
andaluza para acceder a un techo digno, tanto en el parque residencial privado, como en el de titularidad pública.

El  desfase entre el precio del alquiler y los recursos económicos de las familias es una de las causas que impide poder 
alquilar una vivienda en el mercado privado. 

En otras ocasiones nos informan de las dificultades para mantener el alquiler de una vivienda, siendo de vital importancia 
las ayudas al alquiler para jóvenes familias vulnerables. Una medida que no siempre soluciona esta problemática dado 
que se excede del plazo previsto en las convocatorias. Estas convocatorias, que tienen como destinatarios a personas 
en situación de especial vulnerabilidad, con ingresos limitados y a jóvenes en la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
no han contribuido a los fines previstos, viéndose las personas solicitantes sin expectativas para cubrir sus necesidades 
de vivienda durante años. 

La escasa oferta de vivienda protegida conlleva que no se preste atención a la gestión de los Registros Municipales de 
Demandantes de Vivienda Protegida. En paralelo, la gestión del Parque Público conlleva situaciones que requieren 
de unos recursos adecuados al número de viviendas que se gestionan y a la complejidad de las mismas. Equipos mul-
tidisciplinares que en coordinación con otros servicios públicos puedan ofrecer la mejor gestión posible a quienes son 
adjudicatarios de viviendas de este parque público. Y todo ello, requiere una financiación adecuada. 

B2.6. Personas migrantes 
La incorporación de personas migrantes a nuestr comunidad ha hecho de Andalucía una sociedad multicultural, que si 
bien aporta valores que han de ser compartidos, también se enfrenta a desafíos que deberán ser  gestionados. Tanto es 
así que a través de las quejas recibidas en este 2024 hemos podido conocer las principales dificultades para la inclusión 
social a las que se enfretan estas personas. 

Muchas de ellas, referidas a situaciones que deben ser analizadas por el Defensor del Pueblo de España, por estar referidas 
a administraciones de ámbito estatal. Pero también quejas referidas a competencias de organismos de la comunidad 
autónoma, como son las dificultades para acceder a una vivienda, o a la situación de quienes viven en infraviviendas o 
chabolas en los asentamientos de Huelva y Almería.

Nos informan también de las dilaciones y dificultades para obtener el informe de inserción para aportar a su expediente 
de regularizar o de las resoluciones negativas para empadronarse en el lugar donde se reside, que les impide acceder 
a recursos públicos y derechos que les son reconocidos por el ordenamiento español. 

Pero quizá, son los casos de discriminación hacia las personas migrantes los que más llaman la atención en una sociedad 
avanzada, con años de convivencia y una experiencia migratoria de andaluces a otras regiones de España y del extranjero. 
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B3.1. Necesitamos empleadas y empleados públicos 
suficientes para dar respuesta a las necesidades de la 
población

Los servicios públicos constituyen una garantía para la igualdad de oportunidades y la protección de los derechos fun-
damentales de la ciudadanía. Contar con empleadas y empleados públicos profesionalizados y suficientes supone 
una condición necesaria para dar respuesta a las necesidades de la población, para promover el crecimiento económico, 
para avanzar en el estado del bienestar, para consolidar las instituciones públicas y para promover la cohesión territorial 
y social. 

Estos servicios públicos tienen que realizarse en condiciones adecuadas para garantizar los derechos de la ciudadanía 
y, sobre todo, tener en cuenta el lado humanista y ético de la digitalización, poniendo a la persona en el centro, de 
forma que permita avanzar a la sociedad. Para conquistar el derecho a una buena Administración -reconocido en nuestra 
Constitución a través del artículo 103-, es imprescindible situar el punto de partida en las condiciones laborales en las 
que se encuentran las personas que a diario desempeñan las funciones anejas a estos servicios, como son el personal 
sanitario, docente, de los servicios de Justicia, de la Administración general de la Junta de Andalucía o del ámbito local.

B3.4. Movilidad y urbanismo sostenibles y accesibilidad
...

En materia de planeamiento urbanístico destacamos aquellas que reclaman el cumplimiento de los procesos de par-
ticipación ciudadana y, en concreto, la falta de respuesta de la administración en los trámites de consulta ciudadana.

Consideramos que la disciplina preventiva es tan recomendable o más que la punitiva y a este respecto, nos parece 
determinante potenciar la figura de los planes de inspección autonómicos y municipales.

Por todo ello, se ha incoado una queja de oficio, encaminada a plantear a la Consejería de Fomento, Articulación del 
Territorio y Vivienda, a las 8 Diputaciones Provinciales Andaluzas, y a la Federación Andaluza de Municipios y Provincias, 
su parecer, respecto a la conveniencia de la realización de un único inventario del suelo rústico de Andalucía o, en 
su defecto, uno por cada una de las ocho provincias andaluzas.

Asimismo, en materia de Turismo debemos destacar la progresiva relevancia que van adquiriendo las quejas relacio-
nadas con el sector de las viviendas de uso turístico, especialmente tras la aprobación de normativas específicas de 
aplicación, tanto de  ámbito autonómico como local.

B4.1.1. Seguimos comprometidos con los valores en 
materia de Memoria Democrática 

Esta Defensoría renueva en el presente informe su compromiso con los valores de la Memoria Histórica y Democrática 
que vienen establecidos por las leyes estatal y autonómica que los regulan, Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria 
Democrática y Ley 2/2017, de 28 de marzo, de Memoria Histórica y Democrática de Andalucía.

Dichos expedientes hacen referencia a cuestiones de importancia que preocupan a la ciudadanía, como son la elimina-
ción de elementos contrarios a la memoria democrática, las actividades relacionadas con la localización, exhumación e 
identificación de personas desaparecidas, y los lugares y senderos de memoria democrática, entre otras cuestiones. En 
los últimos meses estamos comunicando a la Administración local sobre todo, que el cumplimiento de la Ley para los 
senderos públicos no es una opción sino una obligación de cumplir lo exigido en dicha ley. 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2022-17099
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2022-17099
https://www.boe.es/buscar/pdf/2017/BOE-A-2017-4348-consolidado.pdf
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B5.3. Compromiso del Defensor con el impulso a Seis 
Causas

...

3ª causa: Trabajo a favor de los colectivos vulnerables

El Defensor del Pueblo andaluz aboga por un sistema de acogida y acompañamiento para colectivos de especial 
vulnerabilidad que se constituya en un verdadero sistema de protección. Un modelo integral, no solo de emergencia, 
preparado para prevenir cualquier eventualidad. Un sistema bien planificado que marque un itinerario bien definido 
hacia la inclusión. 

Para el Defensor del Pueblo andaluz este sistema debe dar acogida a un techo digno y suministros básicos garan-
tizados. Porque sin techo digno, no hay vida digna, y muchas  personas necesitan de unos ingresos mínimos, como el 
Ingreso Vital y, subsidiariamente, la Renta Mínima.

Este sistema debe dar también una atención adecuada a las personas que necesitan una especial protección. Es el caso 
de personas dependientes o con discapacidad; las personas sin hogar que viven en la calle; y las personas migrantes, entre 
ellos, los menores extranjeros y los jóvenes ex tutelados. Por último, este sistema debe integrar las políticas de empleo.

1. Personas mayores por derecho propio

1.4. La coordinación sociosanitaria
En nuestra comunidad autónoma la coordinación sociosanitaria a favor de las personas mayores, se encuentra contem-
plada desde el año 1999 en la Ley 6/1999, de 7 de julio, de Atención y Protección a las Personas Mayores de Andalucía, 
que dedica un Título específico (Título V de la atención sociosanitaria, artículos 24 a 29) a regular el Sistema Sociosani-
tario Andaluz dirigido a las personas mayores que por su alto grado de dependencia, especialización en los cuidados e 
insuficiencia de apoyo sociofamiliar requieran ser atendidas conjuntamente por los recursos sanitarios y sociales.

Define dicha ley el Sistema de Atención Sociosanitario Andaluz como aquel cuya finalidad es la prestación, de forma 
integral y coordinada, de servicios propios de la atención sanitaria y de los servicios sociales, bien sean de carácter tem-
poral o permanente, configurados como una red de servicios lo más próximos posible al entorno habitual de la persona 
mayor y de prestaciones interniveles, que da cobertura a necesidades de cuidados de forma integral, interdisciplinar y 
rehabilitadora.

Sobre esta base sienta sus principios generales, basados en potenciar el mayor grado de autonomía e independencia 
en el entorno domiciliario, a fin de evitar el ingreso innecesario en instituciones, así como en la coordinación y actua-
ción conjunta entre los servicios sociales y los servicios sanitarios; delimita la configuración de la red sociosanitaria, 
cuyo Sistema se conforma por los servicios y centros de la Administración de la Junta de Andalucía que se determinen 
reglamentariamente y los de las Entidades Locales y otras instituciones públicas y privadas con las que ese establezcan 
los adecuados mecanismos de colaboración; enumera algunas de sus prestaciones (atención domiciliaria, atención en 
períodos de convalecencia y rehabilitación, cuidados paliativos, atención en estancias diurnas y atención de larga dura-
ción); establece una financiación del Sistema con cargo a los presupuestos propios de la Administración de la Junta de 
Andalucía y de las Entidades Locales y la posible financiación por subvenciones y aportaciones voluntarias de entidades, 
particulares y cualquier otra forma no especificada; así como contempla la participación de los usuarios en el coste de 
sus servicios y prestaciones.

En todo caso, la Ley 6/1999 remite a la regulación reglamentaria la definición de las estructuras y dispositivos necesarios 
para la correcta valoración de los casos, planificación y asignación de medidas, derivación y evaluación de los procesos.

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1999-19448
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